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 Las situaciones de violencia registradas en las regiones fronterizas de Venezuela, confirman el 
estado de indefensión en que se encuentra la ciudadanía ante las actuaciones de los grupos armados 
irregulares y bandas criminales quienes, a través de delitos relacionados con la extorsión, homicidios, 
narcotráfico y desapariciones, han expandido su nicho de acción hacia otros territorios del país. 

Durante el mes de mayo de 2022 las investigaciones realizadas como parte del informe de contexto 
violento arrojaron un total de 35 homicidios, 17 desapariciones y/o secuestros y 8 enfrentamientos armados, 
hechos que dejan en evidencia la inacción de las autoridades para frenar la ola de violencia que se 
apoderó de la frontera.

En relación a los hechos criminales por entidad fronteriza, donde FundaRedes mantiene sus indagaciones, 
se reflejó que en el estado Zulia las bandas delictivas operan indiscriminadamente en este territorio e 
incluso han retomado actividades de secuestro con fines extorsivos. Del mismo modo, la actividad de 
monitoreo desarrollada durante el quinto mes del año en esta región occidental la posicionó nuevamente 
como la más violenta de la frontera venezolana, con 15 homicidios perpetrados en los municipios Miranda, 
Maracaibo, Jesús María Semprúm, San Francisco y Santa Rita. De igual manera, fue documentado 4 
desapariciones y 8 enfrentamientos armados. 

Este escenario criminal arrojó como resultado que entre enero y mayo de 2022 el estado Zulia contabilizó 
126 homicidios, de los cuales el 56% de estas muertes fueron cometidas en presuntos enfrentamientos 
armados donde participaron cuerpos de seguridad del Estado. Esta situación también fue reflejada en el 
informe “La administración de justicia penal en Venezuela” de la ONG Acceso a la Justicia donde se reveló 
que los organismos de seguridad en Venezuela “están más dirigidos a cometer abusos y violaciones de 
derechos humanos que a cumplir con las funciones que normativamente les corresponden”.

Por otra parte, la violencia y la ilegalidad persiste en el estado Bolívar, esta entidad del sur de Venezuela se 
encuentra sitiada por las mafias del oro, en su gran mayoría con aprobación y participación de los cuerpos 
de seguridad, los grupos guerrilleros y llamados “sindicatos” controlan la explotación minera, una actividad 
que por años ha provocado una grave contaminación ambiental, enfermedades epidemiológicas, 
trabajo forzoso y esclavitud moderna. 

Los hechos criminales de Bolívar en el mes de mayo están clasificados de la siguiente manera: 11 
homicidios, de los cuales 6 fueron cometidos en el municipio Caroní, población con yacimientos de oro 
donde las pugnas entre diferentes actores persisten por el control de las minas; asimismo se presentaron 4 
desaparecidos y 2 enfrentamientos armados.

El estado Táchira se posicionó en el tercer lugar como la entidad fronteriza más violenta y la primera con 
desapariciones registrando 6 casos en mayo, pero también 2 homicidios. Del mismo modo, la intimidación 
por parte de grupos armados irregulares y las bandas que operan en los pasos irregulares sigue siendo 
atemorizante para los ciudadanos que transitan por la frontera, ya que en estos territorios prevalece la 
desaparición, el asesinato y la extorsión. 

El estado Falcón, de acuerdo con los resultados del análisis, alcanzó el cuarto lugar con hechos de 
criminalidad pues, así como es un puente utilizado por los carteles del narcotráfico para llevar a cabo sus 

2



actividades ilícitas por su cercanía con las islas del Caribe de igual forma es una entidad donde se han 
registrado desapariciones de embarcaciones en alta mar producto de la migración forzada de 
venezolanos.

En relación a los datos obtenidos, la entidad costera de la frontera venezolana registró 5 homicidios y 2 
enfrentamientos armados. Uno de los hechos resaltantes fue la muerte de alias “El Carmelo”, quien era el 
líder de la banda criminal “Los Valencianos” y falleció luego de que funcionarios del Cicpc, y la Brigada de 
Acciones Especiales (BAE), presuntamente se enfrentaran con miembros del grupo delincuencial. Este 
panorama demostró que este tipo de muertes violentas son causadas por funcionarios que deben velar 
por la seguridad de la población y cumplir con los procedimientos formales que establecen las leyes, los 
cuales no prevén la muerte de los detenidos o sospechosos.

Con referencia al estado Apure el escenario continúa siendo desalentador para la población civil, que no 
solo se ve afectada por la acciones y presencia de los grupos armados irregulares que por años han 
habitado este territorio, sino que también sufren las irregulares y abusos por parte de los cuerpos de 
seguridad, los cuales han cometidos allanamientos, además de permitir la estadía de los grupos criminales. 

Fundaredes en sus investigaciones dio a conocer que, al cumplirse un año de los sucesos del conflicto 
armado de Apure en 2021, donde la violencia desatada dejó muerte, heridos, desparecidos y 
secuestrados, así como también se reportó al menos 7.000 desplazados y un sinnúmero de violaciones de 
derechos humanos. Por su parte, entre las estadísticas recabadas en Mayo Apure registró homicidio y 2 
desaparecidos.

En lo que respecta al estado Amazonas la destrucción de la región se continúa expandiéndose debido a 
la explotación minera, la cual ocasiona un daño al ambiente y aumenta las acciones violentas contra los 
habitantes por parte de los grupos armados irregulares, quienes mantienen los homicidios, desapariciones, 
abusos, esclavitud y enfrentamientos. Los datos arrojaron (1) homicidio y (1) caso de desaparición en esta 
entidad ubicada al sur de Venezuela, donde la mayoría de pobladores pertenecen a etnias indígenas 
establecidas que vienen sufriendo desplazamientos, desapariciones, reclutamientos y explotación sexual.

La dinámica de violencia y criminalidad en los estados fronterizos de Venezuela, Zulia, Táchira, Apure, 
Bolívar, Amazonas y Falcón continúa demostrando como la población de estas zonas se ven 
potencialmente en riesgo. Durante la investigación realizada se evidenció que la violencia en el estado 
Amazonas aumentó un 100% en comparación al mes de mayo del año 2021. 
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